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Soto y la Jueza Reyes Berríos 

 

Adames Soto, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 20 de abril de 2021. 

 Comparece por derecho propio, en forma pauperis, el Sr. Roberto 

Guerrios Rivera, (señor Guerrios Rivera o el peticionario), solicitando que 

revoquemos una Orden emitida por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Relaciones de Familia y Menores de Bayamón (TPI), el 9 de junio 

de 2020. Mediante su dictamen, el foro primario declaró No Ha Lugar a la 

solicitud de cierre del caso de alimentos ante la Administración para el 

Sustento a Menores (ASUME) presentada por el peticionario y ordenó a 

dicha agencia auditar la deuda de pensión alimentaria del peticionario. 

Además, nos solicita la revisión de una Resolución dictada por el TPI el 

15 de diciembre de 2020, en la que declaró No Ha Lugar a su solicitud de 

reconsideración.  

Evaluado el asunto ante nuestra consideración, resolvemos 

denegar la expedición del recurso de certiorari. 

I. Resumen del tracto procesal  

Ateniéndonos a plasmar solo los datos procesales pertinentes a 

nuestra determinación, allá para el año 2015, se le fijó una pensión 
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alimentaria al peticionario por dos menores procreados con la Sra. Iris 

Velia Rivera Torres (señora Rivera Torres). Más tarde, el señor Guerrios 

Rivera compareció ante el foro primario mediante una Moción Urgente y 

en Solicitud de Orden.1 Allí, alegó que el TPI había dictado una Sentencia 

en la que ordenó el cierre del caso de pensión alimentaria ante ASUME y 

emitió una orden para que se le expidiera su pasaporte, el cual se le 

había revocado por la deuda de alimentos.2 No obstante, indicó que, en 

violación al dictamen del foro primario, el caso de ASUME había sido 

reabierto. Además, señaló que el foro de instancia le había impuesto un 

plan de pago de 4 años y, hasta que dicho periodo no culminara (mayo 

2021), sería el Tribunal y no ASUME quien retendría la jurisdicción del 

caso. Por ello, solicitó que se cerrara el caso ante ASUME y se ordenara 

nuevamente la expedición de su pasaporte.  

Ante tales alegaciones, el 3 de junio de 2020, el TPI emitió una 

Orden en la que dispuso que, debido al receso judicial decretado por la 

pandemia del COVID-19, no tenía forma de corroborar la información, 

por lo que concedió un término para que la parte demandante, la señora 

Rivera Torres, presentara su posición.3 

En respuesta, la demandante presentó una Moción Anunciando 

Representación Legal y Cumplimiento de Orden.4 En esta, expuso que se 

debía mantener los registros de ASUME, pues el peticionario había 

incumplido reiteradamente con los pagos de la pensión alimentaria. 

Aunque reconoció que la deuda informada por la agencia no reflejaba los 

pagos abonados por el peticionario, reiteró la necesidad de que la agencia 

asegurara el cumplimiento de las obligaciones del señor Guerrios Rivera. 

Así, esta solicitó que se ordenara al peticionario al pago de la deuda de 

pensión y se mantuviera abierta la cuenta de ASUME. 

 
1 Apéndice de la petición de certiorari, págs. 45-46. 
2 Cabe destacar que el peticionario no incluyó en el apéndice de su recurso la Sentencia 
a la que hace referencia, de la cual sostiene surge que el foro de instancia ordenó el 

cierre del caso ante ASUME. 
3 Apéndice de la petición de certiorari, págs. 47-48. 
4 Apéndice de la petición de certiorari, págs. 49-50. 
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Entonces, y según adelantamos, el 9 de julio de 2020 el foro 

primario emitió la Orden cuya revocatoria se nos solicita.5 Mediante esta 

el TPI determinó que no procedía el cierre de la cuenta de ASUME y 

ordenó a esta agencia a que realizara una auditoría de la deuda. A su 

vez, también ordenó al peticionario a efectuar los pagos de pensión 

adeudados.  

En desacuerdo, el señor Guerrios Rivera presentó una solicitud de 

reconsideración,6 que fue declarada No Ha Lugar el 15 de diciembre de 

2020.7 El TPI resolvió que el incumplimiento reiterado del peticionario 

con su obligación alimentaria, y la discrepancia entre las partes sobre el 

balance adeudado, fue lo que movió su discreción para solicitar la 

intervención de ASUME, a través de un proceso de auditoría de la deuda. 

Añadió, que el foro administrativo como el judicial tendrían jurisdicción 

concurrente, y que quedaba pendiente de dilucidar si el alimentante 

había cumplido fielmente con la pensión y el plan de pago.  

Inconforme, el peticionario acudió ante nosotros, señalando la 

comisión del siguiente error:  

Erró el Juez Juan Carlos Negrón Rodríguez al emitir una 

orden que viola su propia Sentencia y/u órdenes, ya que el 
TPI había ordenado el Peticionario hacer los pagos directos a 
la Recurrida, ordenó un plan de pago a 4 años, ordenó la 

expedición del pasaporte al Peticionario y ordenó cerrar el 
caso de ASUME, no obstante ante el claro conflicto de 

intereses existente entre el juez Negrón Rodríguez y el 
Peticionario, ahora el juez pretende NO reconocer los 
derechos ya adjudicados y que formaron hacer la ley del caso 

de epígrafe, al percatarse que ASUME mantiene una deuda 
ilíquida en su récord que no corresponde al Peticionario e 
utiliza su posición para no resolver todos los asuntos 

presentados a su jurisdicción, lo cual sus acciones a su vez 
son unas en violación a los Cánones de Ética Judicial.  

 

Sin el beneficio de la comparecencia de la parte recurrida, 

procedemos a resolver la situación fáctica ante nosotros.  

 
5 Apéndice de la petición de certiorari, págs. 35-37. 
6 Apéndice de la petición de certiorari, págs. 38-43. 
7 Apéndice de la petición de certiorari, págs. 26-34. 
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Exposición de Derecho 

a. 

El recurso de certiorari es el mecanismo discrecional disponible 

para que un tribunal apelativo revise las resoluciones y órdenes 

interlocutorias de un tribunal de menor jerarquía. Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V; Rivera Figueroa v. Joe’s European 

Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). Véase, además, Regla 32(D) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R.32(D). 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico detalló el alcance del recurso 

de certiorari ante este Tribunal Apelativo. Explicó el máximo foro que, 

inicialmente, para el 2009, la Asamblea Legislativa limitó los asuntos 

interlocutorios que podían ser revisados por este tribunal intermedio 

“bajo el entendimiento de que estos podían esperar hasta la conclusión 

del caso para ser revisados en apelación”. 800 Ponce de León Corp. v. 

American International, 2020 TSPR 104, 205 DPR__ (2020). Sin embargo, 

tras la aprobación de las leyes Núm. 220-2009 y Núm.177-2010 se 

enmendó el lenguaje de la Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil, 

supra, a los fines de incorporar otros escenarios en los que como foro 

revisor podemos intervenir. Íd. Puntualizó nuestro Tribunal Supremo 

que, en específico, “la Ley Núm. 177-2010 extendió la facultad revisora 

del Tribunal de Apelaciones a resoluciones u órdenes interlocutorias que 

traten asuntos de interés público o situaciones que requieran la atención 

inmediata del foro revisor, pues aguardar hasta la conclusión del caso 

conllevaría un fracaso irremediable de la justicia”. Íd., en la pág. 6. De 

ese modo, y en lo concerniente, actualmente la Regla 52.1, supra, reza 

como sigue:  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 

56 y 57 o de la denegatoria de una moción de carácter 
dispositivo. No obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 
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órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 
Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público 
o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia. 
Al denegar la expedición de un recurso de certiorari en 
estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que 

fundamentar su decisión. (Énfasis nuestro). 
 

De esa forma, este foro apelativo si bien tiene discreción para 

expedir o denegar los recursos de certiorari, tal discreción no surge en un 

vacío. 

En armonía, la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, lista los 

criterios que debemos considerar al evaluar si expedimos o no un auto de 

certiorari, a saber:  

Regla 40 — Criterios para la expedición del auto de 
“certiorari”  
 

El tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 
al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una 
orden de mostrar causa:  

 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema.  
 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.  
 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio.  
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia. (Énfasis nuestro). 
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b. 
 

Los tribunales de primera instancia poseen gran flexibilidad y 

discreción para lidiar con el manejo diario y la tramitación de los asuntos 

judiciales.  In re Collazo I, 159 DPR 141 (2003).  Así, se les ha reconocido 

a los jueces el poder y la autoridad suficiente para conducir los asuntos 

ante su consideración de la forma y manera que su buen juicio les 

indique. Íd.      

En ese sentido, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha establecido 

que, como norma general, el Tribunal de Apelaciones no intervendrá en 

el manejo del caso ante la consideración del foro primario. Rivera y otros 

v. Bco Popular, 152 DPR 140, 155 (2000).  Este foro de segunda instancia 

solo intervendrá en el ejercicio de la discreción del Tribunal de Primera 

Instancia en aquellas situaciones en que se demuestre que este último: 

(1) actuó con prejuicio o parcialidad, (2) incurrió en un craso abuso de 

discreción o (3) se equivocó en interpretar o aplicar cualquier norma 

procesal o de derecho sustantivo.  Íd.   

Por último, el Tribunal Supremo ha expresado, en repetidas 

ocasiones, que la discreción es el instrumento más poderoso que tienen 

los jueces en su misión de hacer justicia.  Lugo v. Municipio de Bayamón, 

111 D.P.R. 679, 680 (1981).  En el ámbito del desempeño judicial, la 

discreción “no significa poder para actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho, [sino] una forma de razonabilidad 

aplicada al discernimiento judicial para llegar a una conclusión 

Justiciera”. Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 D.P.R. 651, 

658 (1997).   

Siguiendo esta la normativa, resulta imperativo entender el alcance 

de nuestra función revisora como foro apelativo al intervenir, 

precisamente, con la discreción judicial. Este Tribunal no intervendrá 

con el ejercicio de la discreción del Tribunal de Primera Instancia, 

salvo en aquellos casos en los que exista un grave error que revele 
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una actuación prejuiciada y parcializada, o en los que esté presente 

una equivocación en la interpretación o aplicación de cualquier 

norma procesal o de derecho sustantivo. Lluch v. España Service Sta., 

117 D.P.R. 729, 745 (1986).   

c. 

En nuestro ordenamiento, los casos relacionados con los alimentos 

de menores están revestidos de un alto interés público. Argüello v. 

Argüello, 155 D.P.R. 62 (2001). En estos casos el interés no puede ser 

otro que el bienestar del menor. Toro Sotomayor v. Colón Cruz, 176 D.P.R. 

528 (2009). Más aún, el Tribunal Supremo ha reconocido que el derecho 

a reclamar alimentos constituye parte del derecho a la vida protegido por 

la Constitución de Puerto Rico. Véanse: Art. II, Sec. 7, Const. E.L.A., 

L.P.R.A., Tomo 1; Figueroa Robledo v. Rivera Rosa, 149 D.P.R. 565 

(1999); Rodríguez Avilés v. Rodríguez Beruff, 117 D.P.R. 616, 621 (1986). 

También se ha señalado que esta obligación surge de la relación 

paterno-filial que se origina cuando la paternidad o maternidad quedan 

establecidas legalmente. Martínez v. Rodríguez, 160 DPR 145 (2003). Es 

un deber que “existe por un derecho natural a percibir alimentos que 

simplemente ha sido formalizado por el legislador convirtiéndola en 

derecho positivo y vigente y, por otro lado, creando en el ánimo del 

obligado el deber de proporcionarlos independientemente de su voluntad 

de cumplir”. P.F. Silva-Ruiz, Alimentos para menores en Puerto Rico: las 

guías mandatorias, basadas en criterios numéricos, para la determinación 

y modificación de pensiones alimenticias para menores de edad, 52   

(Núm. 2) Rev. Col. Abog. P.R. 112 (1991), citando a A.E. Pérez Duarte y 

Noroña, La obligación alimentaria: deber jurídico, deber moral, México 

D.F., Ed. Porrúa, 1989, pág. 10. A tales efectos, el mismo alto foro ha 

afirmado que la obligación de alimentar no solo es un deber moral, sino 

que, además, se trata de un deber jurídico que, en nuestra jurisdicción, 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2001780322&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2001780322&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2019754007&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2019754007&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRCNARTIIS7&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999242681&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999242681&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1986022774&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_621&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_621
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ha sido consagrado en varios de los artículos de nuestro Código Civil. 

Martínez v. Rodríguez, 160 DPR 145 (2003).  

Tratándose de un derecho de tan alto interés público, el Estado, 

como parte de su política pública, ha legislado ampliamente para velar 

por su cumplimiento. Martínez v. Rodríguez, supra. La Ley Núm. 5 de 30 

de diciembre de 1986, según enmendada, conocida como Ley Orgánica 

de la Administración para el Sustento de Menores reformuló la política 

pública del Estado al crear un procedimiento judicial expedito que brinda 

protección al mejor interés y bienestar del menor mediante trámites 

rápidos y eficientes de fijación, modificación y cobro de pensiones 

alimenticias. R. Ortega-Vélez, Compendio de Derecho de Familia,                 

San Juan, Pubs. JTS, 2000, T. II, Pág. 567. A pesar de que el estatuto ha 

sufrido varias enmiendas a través de los años, se ha conservado en todo 

momento la política pública de proveer para que “los padres o las 

personas legalmente obligadas asuman la responsabilidad que tienen 

para con sus hijos”. Martínez v. Rodríguez, supra, pág. 153. Exposición 

de Motivos de la Ley Núm. 5 de 30 de diciembre de 1986, Leyes de Puerto 

Rico, pág. 750. 

II. Aplicación del Derecho a los hechos 

 Tratándose de un caso sobre relaciones de familia, el ordenamiento 

le ha concedido a este foro intermedio, a través de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, discreción para atenderlo. Claro, se trata de 

la concesión de discreción, es decir, lo que entraña la posibilidad de 

expedir el auto solicitado o no, pero no estamos obligados a ello. 

 En su recurso, el señor Guerrios Rivera esgrime, entre otros 

planteamientos, que el juez que emitió la determinación de la cual se 

recurre tenía conflicto de intereses para intervenir en la controversia, 

pues desde el inicio del pleito advirtió que la pensión alimentaria 

impuesta era ilegal, en violación a los derechos constitucionales a un 

debido proceso de ley y a un proceso justo e imparcial. Además, adujo 
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que la obligación del foro de instancia en la controversia ante su atención 

era la de ordenar el cierre del caso ante ASUME, hasta que las partes 

aclararan los asuntos relacionados a la deuda de alimentos debida. 

Igualmente sostuvo que se habían presentado varias solicitudes para que 

el juez se inhibiera del caso, pues este había actuado con menosprecio de 

los procesos judiciales y fraudulentamente.   

Según adelantamos en el tracto procesal, mediante la Resolución 

recurrida, dictada 9 de julio de 2020, el TPI ordenó a ASUME a realizar 

una auditoría de la deuda por el alegado incumplimiento del peticionario 

con el pago de la pensión de alimentos. Posteriormente, el 15 de 

diciembre de 2020, en reconsideración, el TPI estableció que “tanto el 

foro administrativo como judicial tendrán jurisdicción concurrente para 

atender los incidentes que surjan luego de haberse adjudicado la petición 

de pensión, independientemente de cuál de estos foros adjudicó la 

petición originalmente”.8 Además, el foro primario recalcó que “el 

incumplimiento reiterado del demandado [peticionario] con su 

obligación alimentaria, y la discrepancia entre las partes sobre el 

balance de la deuda, fue lo que movió al tribunal a solicitar la 

intervención de ASUME, a través de la auditoria de los pagos realizados 

y/o adeudados por el demandado [peticionario]”. (Énfasis suplido). 

Escudriñados los argumentos que el peticionario presenta como 

causa para justificar nuestra intervención con la discreción del foro 

primario en este caso, no avistamos ningún fundamento que en derecho 

nos coloque en tal posición. Muy por el contrario, visto que el derecho de 

alimentos es de tan alto interés público que el Estado, como parte de su 

política pública, ha legislado ampliamente para velar por su 

cumplimiento, Martínez v. Rodríguez, supra, solo apreciamos que el TPI, 

en el ejercicio legítimo de su discreción, se encuentra activamente 

velando por la protección de dicho interés público. 

 
8 Citando a Ríos v. Nevárez, 163 DPR 611, 620 (2004). 
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Por otra parte, somos del criterio que el peticionario confunde el 

efecto que supone una determinación contraria a lo que postula una 

parte dentro del proceso judicial, con un alegado conflicto de interés por 

parte del juez a quien correspondió dilucidar los asuntos planteados en 

este caso. Es decir, en los procesos judiciales siempre habrá alguna parte 

que no consigue el remedio que desea, pero el resultado adverso no hace 

o significa que el juez muestre conflicto de intereses, sino solo que, a 

partir de la interpretación de derecho que hubiese ejercido, este llegó a la 

conclusión que estimó jurídicamente correcta. La manera en que se 

impugna tal determinación no es a través de la sola denuncia de un 

conflicto de intereses, (sin prueba de ello), sino presentando argumentos 

de derecho que nos pongan en posición de concluir que el foro recurrido 

cometió el error aducido. Antes que un verdadero conflicto de intereses, 

los argumentos del peticionario lo que revelan es insatisfacción con el 

resultado alcanzado, sin sustento en derecho que sirva para ordenar la 

revocación de lo ordenado. 

Con referencia a la alegada lesión al debido proceso de ley del 

peticionario, lo cierto es que, contrario a ello, el tracto procesal revela 

que a dicha parte se le ha conferido la oportunidad de presentar su 

defensa durante todo el proceso, esgrimir argumentos, oponerse al 

dictamen del foro primario y, posteriormente, instar una solicitud de 

reconsideración, lo cual denota cumplimiento con el requerimiento 

constitucional aludido.  

Por otra parte, y como advirtiéramos, las determinaciones del foro 

de instancia sobre el manejo de los casos ante su consideración están 

basadas en el ejercicio de la sana discreción del juez. Ello implica que el 

juez de instancia tendrá el poder y la autoridad suficiente para conducir 

los asuntos que examina de la forma y manera que su buen juicio les 

indique. In re Collazo I, supra. Así que, como foro revisor, en ausencia de 

abuso de discreción o que el juez se haya equivocado en la aplicación del 
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derecho, debemos otorgarles deferencia a las determinaciones de 

instancia. La determinación del TPI ordenando a ASUME a que audite la 

deuda de las partes, ubica dentro de la discreción que el ordenamiento le 

reconoce al foro primario para actuar frente a un caso de alimentos.  

Reiteramos, este Tribunal de Apelaciones no intervendrá con el 

ejercicio de la discreción del Tribunal de Primera Instancia, salvo en 

aquellos casos en los que exista un grave error que revele una 

actuación prejuiciada y parcializada, o en los que esté presente una 

equivocación en la interpretación o aplicación de cualquier norma 

procesal o de derecho sustantivo.  Lluch v. España Service Sta., supra. 

No observamos que en este caso hubiese intervenido ninguno de los 

elementos que justifican nuestra intervención con el ejercicio 

discrecional aquí impugnado, por lo que solo procede denegar la 

expedición del recurso solicitado. 

III. Parte dispositiva 

Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del auto 

de certiorari. En consecuencia, devolvemos el caso ante el foro primario 

para la continuación de los procedimientos.  

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica su Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


